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Resumen 
Forest Peoples Programme (FPP) reiterando su preocu-
pación por el debilitamiento del estado de derecho, así 
como por la continua, estructural y sistemática vulner-
ación de los derechos humanos y de las libertades funda-
mentales por parte del Gobierno colombiano, en especial 
en contra de los pueblos indígenas, afrodescendientes y 
campesinos. 

Manifiesta su preocupación por las diversas formas de 
represión estatal en respuesta a la exigencias surgidas a 
partir del Paro Nacional que inició el 28 de abril de 2021, 
y atendió el llamado urgente realizado por diversas orga-
nizaciones colombianas defensoras de derechos humanos  
y participó de la Misión de Observación Internacional por 
las Garantías de la Protesta Social y Contra la Impunidad 
en Colombia, realizada entre el 3 y 12 de julio de 2021, 
recopilando testimonios y antecedentes que configuran 
concretas y fundadas denuncias de la represión de la 
protesta social, incluyendo la violencia y los asesinatos in-
discriminados de manifestantes por parte de agentes del 
Estado, como en la masacre del 3 de mayo en el barrio Si-
loé de la ciudad de Cali, todos antecedentes que se dieron 
origen al presente informe.

El informe detalla las denuncias sobre transgresiones 
perpetradas por el Estado incluyendo su aquiescencia en 
la perpetración de alegados ilícitos por parte de empre-
sas, todo esto con un especial foco en las afectaciones de 
derechos fundamentales que ha afectado a grupos son 
garantías reforzadas como lo son las personas afrodescen-
dientes, indígenas y defensoras de derechos humanos, 
visibilizando la existencia de medidas regresivas que so-
cavan los derechos fundamentales de los pueblos indíge-
nas y comunidades negras de controlar sus territorios y el 
consentimiento libre, previo e informado. 

Finalmente, el informe también incluye recomendaciones 
destinadas a que el Estado aborde urgentemente estas 
acusaciones y aplique sólidos marcos de debida en la 
persecución y sanción de tales hechos garantizando su 
no repetición, asi como a las instituciones financieras in-
ternacionales, los inversionistas, y las empresas a absten-
erse de autorizar inversiones en un país con graves cues-
tionamientos a su estado de derecho e institucionalidad 
democrática, especialmente mientras se mantengan las 
serias vulneraciones a las libertades fundamentales y su 
ejercicio en el espacio cívico.

1	  Forest Peoples Programme (FPP), Alerta a la comunidad internacional sobre graves violaciones a las libertades y derechos fundamen-
tales en Colombia en el contexto de una política estatal de vulneración de los derechos e intimidación, mayo 2021, https://www.forestpeoples.
org/es/los-derechos-civiles-y-politicos/articulo-de-noticias/2021/alerta-la-comunidad-internacional-sobre

2	  El Comité de Solidaridad con Presos Políticos (CSPP), la Fundación Forjando Futuros (FFF), el Centro de Investigación y  Educación 
Popular (CINEP), el Instituto de Estudios para el Desarrollo y la Paz (INDEPAZ),  la Corporación Jurídica Libertad (CJL), la Comisión Intereclesial 
de Justicia y Paz (CIJYP),  la Campaña Defender la Libertad un Asunto de Todas y las Plataformas de Derechos  Humanos: Alianza de organi-
zaciones Sociales y Afines, Coordinación Colombia Europa  Estados Unidos (CCEEU), Plataforma Colombiana de Derechos Humanos, Democra-
cia y Desarrollo (PCDHDD).

3	  Estados Unidos, Canadá, Cataluña, País Vasco, España, Italia, Alemania, Gran Bretaña, México, Ecuador, Chile, Bélgica, Guatemala y 
Ciudad del Vaticano

4	  Caribe, Santander, Cauca, Valle del Cauca, Antioquia, Caldas, Risaralda, Quindío, Nariño, Bogotá y Cundinamarca

5	  Informe Preliminar de la Misión de Observación Internacional por las Garantías de la Protesta Social y Contra la Impunidad en Colom-
bia, julio 2021, p.3  https://coeuropa.org.co/mision-sos-colombia-informe-preliminar/ 

Persecución y Resisten-
cias en los tiempos de 

Cólera
Antecedentes
Forest Peoples Programme (FPP por su sigla en inglés), 
en cumplimiento de su misión de defender y promover 
los derechos humanos y preocupado por la continua y 
sistemática vulneración de los derechos humanos y de 
las libertades fundamentales por parte del Estado co-
lombiano, en especial de los pueblos indígenas, afrode-
scendientes y campesinos1, atendió el llamado urgente 
realizado por diversas organizaciones colombianas defen-
soras de derechos humanos2 y participó de la Misión de 
Observación Internacional por las Garantías de la Protes-
ta Social y Contra la Impunidad en Colombia (en adelante 
“la Misión”). 

La Misión se constituyó como un mecanismo para 
la verificación de las graves violaciones a los Derechos 
Humanos y las garantías a la protesta social en Colom-
bia, la misma se efectuó entre el 3 y 12 de julio de 2021, 
con 41  comisionados y comisionadas de 13 países,3 en 
Bogotá y en otras once regiones.4 Durante toda la Mis-
ión se realizaron diversas reuniones, entrevistas y toma 
de declaraciones con mujeres, pueblos indígenas, afrode-
scendientes, integrantes de las Primeras Líneas, de ollas 
comunitarias, de misiones médicas, organizaciones so-
ciales, comunitarias, juveniles, culturales, de Derechos 
Humanos, campesinas y colectivos de LGBTIQA+, con 
víctimas de la fuerza pública y de los paramilitares. Asi-
mismo, se celebraron reuniones con representantes de 
las gobernaciones y alcaldías, entre otras autoridades. “La 
Misión” documentó a nivel nacional aproximadamente 
180 denuncias directas de agresiones físicas, persecución, 
hostigamiento y violación de los Derechos Humanos en el 
marco del Paro Nacional que inició el 28 de abril de 2021.5 

El FPP, consiente del permanente y actual con-
texto de riesgo y agresiones contra las comunidades y las 
personas defensoras de derechos humanos, en especial 
de las personas que integran organizaciones indígenas, 
afrodescendientes y campesinas, formó parte activa de la 
Misión, centrándose en verificar aspectos que ponen de 
manifiesto la limitación de espacios cívicos y del estado 
social de derecho, la perpetración de crímenes de Esta-
do, las características de especial violencia y sistematici-
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dad de la represión contra quienes ejercen la protesta, el 
derecho de asociación y la defensa de lo colectivo, la par-
ticipación de actores empresariales en la represión de la 
protesta, así como la existencia de fuertes discursos estig-
matizadores y racistas que violentan persistentemente a 
las comunidades indígenas y afrocolombianas. 

Asimismo, el FPP verificó la falta de confianza en 
las instituciones y sus investigaciones, la  que genera una 
salvaguarda única para la impunidad, en la medida que las 
víctimas temen realizar denuncias y desconfían de las in-
vestigaciones que se adelantan en la justicia penal militar 
contra los miembros de la fuerza pública, presuntamente 
responsables de graves violaciones a los DDHH.  La Misión 
verificó adicionalmente una falta de protección adecua-
da, el señalamiento, amenazas, ataques, estigmatización 
y las continuas judicializaciones carentes de fundamento 
de jóvenes que participaron de las protestas, algunos de 
los cuales permanecen privados de libertad. En este con-
texto, el FPP y otros integrantes de la Misión humanitaria 
han documentado evidencia de que el actual gobierno ha 
debilitado gravemente el estado de derecho, cooptando 
a las entidades de control para evitar el sistema de con-
trapesos de una democracia, y poner en peligro los ter-
ritorios y la vida de los pueblos indígenas, comunidades 
negras y poblaciones campesinas.6 Las organizaciones de 
la sociedad civil colombiana habían denunciado, antes del 
inicio del paro, el nombramiento de ex funcionarios del 
gobierno en la Fiscalía, la Procuraduría y la Contraloría 
General de la República; evidenciando un grave conflicto 
de intereses ya que debían ejercer control sobre el gobier-
no del que hicieron parte. Pocos días después de iniciado 
el paro, los presidentes de las Altas Cortes (Jurisdicción 
Especial para la Paz, Corte Constitucional, Corte Suprema 
de Justicia y Consejo de Estado) suscribieron un comuni-
cado de respaldo a las acciones y programas del gobierno 
nacional,7 del que solo se separaron dos magistrados del 
Tribunal Constitucional, dejando constancia de la grave-
dad del comunicado para la independencia judicial, ya que 
para que se garantice la separación de poderes, la rama 
judicial no puede respaldar los programas del gobierno de 
los cuales luego deberá hacer control de constitucionali-
dad.8 Solo unos días después del polémico comunicado, 
la Corte Constitucional estableció que no es posible hacer 
denuncias contra la FFMM sin sentencias condenatorias, 
respaldando censuras de dichas denuncias, impidiendo 
las denuncias para que inicien investigaciones y descon-
ociendo la inoperancia de la justicia colombiana en los 
procesos contra miembros de las FFMM involucrados en 
graves violaciones de DDHH, con lo cual se garantiza su 
impunidad y su repetición.9  

6	  Forest Peoples Programme (FPP), Alerta a la comunidad internacional sobre graves violaciones a las libertades y derechos fundamen-
tales en Colombia en el contexto de una política estatal de vulneración de los derechos e intimidación, mayo 2021, https://www.forestpeoples.
org/es/los-derechos-civiles-y-politicos/articulo-de-noticias/2021/alerta-la-comunidad-internacional-sobre

7	  https://cortesuprema.gov.co/corte/index.php/2021/05/06/conclusiones-de-reunion-entre-presidentes-de-altas-cortes-y-la-presiden-
cia-de-la-republica/

8	  https://www.corteconstitucional.gov.co/noticia.php?Constancia-de-Diana-Fajardo-Rivera-y-Jorge-Enrique-Ibanez-Najar,-Magistra-
dos-de-la-Corte-Constitucional-respecto-de-la-Declaracion-conjunta-del-Gobierno-y-los-Presidentes-de-las-Cortes-9103

9	  https://noticias.caracoltv.com/informes-especiales/critican-fallo-de-la-corte-constitucional-sobre-la-comunidad-de-paz-de-san-jose-
de-apartado

Aunque la Misión logró documentar un impor-
tante número de agresiones perpetradas por la fuerza 
pública y paramilitares contra personas que participaron 
de las protestas sociales, personas defensoras, comuni-
cadoras y miembros de equipos de salud, existe un alto 
número de casos que no pudieron ser recogidos por tiem-
po o acceso a ciertas comunidades o regiones. 

Otro obstáculo a la recolección de evidencia in-
cluía un sentimiento de terror entre las personas y gru-
pos afectados sobre las posibles consecuencias de testi-
ficar, considerando que existen seguimientos, amenazas, 
ataques y criminalizaciones que se mantienen hasta la 
fecha de publicación del presente informe.  Esta fue la 
situación durante la presencia de la Misión en Cali, donde 
el proceso en el que se recabaron los testimonios fue 
fuertemente vigilado por agentes policiales. A todos estos 
desafíos se agregan las dificultades que implican el desar-
rollo de una Misión de verificación en el contexto de una 
pandemia. 

El resultado esperado de la participación de FPP 
en esta Misión fue lograr una verificación que contribuya 
a establecer un balance y a favorecer la visibilidad de las 
vulneraciones experimentadas por quienes integran los 
pueblos indígenas y afrodescendientes, impulsando así 
una aplicación efectiva de los mecanismos de protección 
internacional, nacional y regional de los derechos de los 
grupos especialmente protegidos. Como aproximación 
inicial al alcance de dichos objetivos, el FPP presenta este 
informe, agradeciendo a las distintas comunidades, a las 
personas defensoras entrevistadas, y a la coordinación de 
la Misión, toda la colaboración y el apoyo otorgado. 

Elementos de Contexto Histórico 
Un mes antes del inicio del Paro Nacional el Tribu-

nal Permanente de los Pueblos en su sesión 48 “El Geno-
cidio Político en Colombia 2021”, escuchó a diversas or-
ganizaciones que denunciaron la continuidad y magnitud 
de las prácticas de la violencia en contra de los pueblos 
colombianos y sus derechos fundamentales. 

Entre las características históricas del contexto 
de violencia en Colombia, el Tribunal destacó la existen-
cia de políticas estatales en alianza estrecha con actores 
privados, legales e ilegales, nacionales e internacionales, 
destinadas a generar y consolidar un sistema de apropi-
ación, usurpación, explotación, control concreto de los 
territorios a través de la expulsión violenta, hasta una 
práctica de masacres en las comunidades y pueblos legí-
timos propietarios, produciendo condiciones intolerables  
de pobreza y desigualdad. Afirmando, que tales políticas 
estatales de exclusión y exterminio han tenido como obje-
tivo específico a las comunidades campesinas, las pobla-
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ciones indígenas y afrodescendientes.10 

El Tribunal calificó los hechos, puestos en su con-
ocimiento, como un genocidio continuado contra una par-
te del grupo nacional colombiano, caracterizado por el ex-
terminio de grupos específicos de carácter étnico, político 
o social, sostenido en el tiempo y dirigido a transformar 
la realidad plural del grupo nacional. Afirmó que tal geno-
cidio continuado ha producido la afectación articulada a 
distintas fracciones del grupo nacional, entre las cuales 
destacan los pueblos originarios, los pueblos afrodescend-
ientes, el movimiento campesino, el movimiento sindical, 
los partidos políticos de oposición y, en general y dentro 
de cada uno, los líderes y las lideresas sociales y comuni-
tarios, reconocidos internacionalmente como defensoras 
y defensores de derechos humanos. El Tribunal también 
sostuvo que como consecuencia del permanente proceso 
genocida, las élites económicas y empresariales colombi-
anas, rurales y urbanas, han conservado e incrementado 
su posición de poder y han perpetuado un contexto de ex-
trema desigualdad social, en particular ̶ y en connivencia 
con los intereses de las grandes empresas transnaciona-
les vinculadas a éstos ̶ mediante la ocupación de grandes 
extensiones de territorio para el desarrollo en el país de 
grandes proyectos agroindustriales, madereros, mineros, 
hidroeléctricos y petroleros, tanto legales como ilegales11.

Este contexto, de continua violencia, que incluye 
la desigualdad, es el que por décadas han experimentado 
y sobrevivido los pueblos originarios, los pueblos afrode-
scendientes, el movimiento campesino y sus líderes y 
lideresas en Colombia, seguido de una deuda histórica 
en relación con la justicia por las graves violaciones a los 
derechos humanos perpetradas en el pasado. Dichas vio-
laciones se caracterizan por la existencia y las responsab-
ilidades con respecto a la denuncia de un “genocidio con-
tinuado” en Colombia,12 que han asegurado la garantía de 
repetición. El año 2020 INDEPAZ registró 310 homicidios 
de personas con liderazgo social y defensoras de los dere-
chos humanos,13 mientras que la Misión de Verificación 
de las Naciones Unidas en Colombia constató el asesinato 
de 73 firmantes del Acuerdo de Paz14. Asimismo, durante 
el 2021, hasta septiembre de 2021,  INDEPAZ ha informa-
do 126 homicidios de personas con liderazgo social y de-
fensoras de los derechos humanos15. 

En estos entramados continuos de violencia, la 

10	  Tribunal Permanente De Los Pueblos, Sentencia, Sesión sobre Genocidio político, impunidad y los crímenes contra la paz en Colom-
bia Bucaramanga, Bogotá y Medellín, 25-27 de marzo de 2021, http://permanentpeoplestribunal.org/48-sesion-sobre-el-genocidio-politico-im-
punidad-y-los-crimenes-contra-la-paz-en-colombia-2020-2021/?lang=es p. 3 y 4 Sobre violencia estatal, desapariciones forzadas, y asesinatos 
extrajudiciales en Colombia, ver también, Uribe S (2017) Frontier Road: power, history and the everyday State in the Colombian Amazon en 
páginas 240-246 John Wiley and Sons

11	  Ibid.  p. 118 y 119

12	  Ibid.  

13	  http://www.indepaz.org.co/observatorio-de-derechos-humanos-y-conflictividades/ 

14	  https://colombia.unmissions.org/ 

15	  http://www.indepaz.org.co/lideres-sociales-y-defensores-de-derechos-humanos-asesinados-en-2021/ 

16	  Forest Peoples Programme (FPP), Elementos de contienda contra la impunidad del genocidio en Colombia, marzo 2021, https://www.
forestpeoples.org/index.php/en/rights-land-natural-resources/briefing-paper/2021/challenging-impunity-genocide-colombia-briefing 

17	  Ibid. 

18	  CIDH expresa su preocupación por actos de represión por parte de agentes del Estado y rechaza toda forma de violencia en el marco 
de las protestas en Colombia, diciembre 2019, https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2019/313.asp 

19	  Informe afectaciones a pueblo negro afrodescendiente en Colombia el marco del Paro Nacional, junio 2121, https://renacientes.net/
blog/2021/06/11/informe-afectaciones-a-pueblo-negro-afrodescendiente-en-colombia-el-marco-del-paro-nacional/ 

estigmatización y los discursos racistas cumplen un rol 
fundamental para justificar la grave violación de los dere-
chos humanos, garantizar la impunidad y perpetuar las 
prácticas genocidas16. Cuando los pueblos indígenas y 
afrodescendientes recurren a la protesta social o acuden 
a la justicia para defender sus territorios se exacerba el 
recurso a los discursos de odio, la estigmatización, la vio-
lencia y los ataques mortales contra ellos17. 

El Paro Nacional y la represión de la 
Protesta 
Ciclos de protestas han surgido en Colombia en los 
últimos años caracterizados por diversos formatos y con 
una variedad de movimientos sociales como protagonis-
tas, entre los que se encuentran estudiantes, grupos de 
mujeres, jóvenes, pueblos indígenas y afrodescendien-
tes y otros. Estos se han movilizados en distintas partes 
del país, en protesta por un mayor acceso a derechos 
sociales, por el cumplimiento de los Acuerdos de paz, 
así como por la situación de inseguridad y el creciente e 
impune asesinato de líderes y lideresas sociales e indí-
genas, entre otras razones.18 Pese a las movilizaciones, 
persiste la necesidad de generar espacios e instrumentos 
eficaces que privilegien el diálogo y la participación, y 
que protejan a la protesta social y a quienes la ejercen 
como un derecho. 

Los últimos ciclos de movilizaciones sociales ya 
indicaban varios elementos de la política del gobierno ac-
tual frente a la protesta, que se potenciaron en el Paro 
Nacional de 2021, entre los cuales se destaca la represión 
brutal, la falta de voluntad para negociar con los mani-
festantes y cumplir los acuerdos, así como las garantías 
de impunidad para los agentes del estado y miembros 
de grupos paramilitares/parapoliciales, responsables de 
graves violaciones de DDHH. 

Entre los últimos ciclos de movilizaciones se de-
staca la iniciada el 21 de noviembre (21N) de 2019 que 
se prolongó hasta el 21 de febrero del 2020, y que dejó al 
menos 831 personas detenidas, 25 heridas de gravedad y 
el joven de 18 años Dylan Cruz, asesinado de un disparo 
de beam bang en la cabeza por el ESMAD el 23 de noviem-
bre de 2019.19 Luego del Paro del 21N de 2019 se lograron 
unos acuerdos entre el Comité Nacional del Paro y el Go-
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bierno Nacional que fueron incumplidos. Sin embargo, las 
manifestaciones no se reactivaron ante el incumplimien-
to, debido en gran parte a las cuarentenas ordenadas en 
el marco de la pandemia, en las que se incrementó la 
desigualdad y se limitaron las libertades, generando así 
condiciones que facilitaron los abusos policiales. 

Justamente, un caso de abuso fue el que desenca-
denó las protestas del 9 y 10 de septiembre de 2020 (9S), 
luego de que Javier Ordóñez fuera torturado y asesinado 
a golpes con armas “menos letales” -taser- por la policía, 
mientras estaba detenido. En el marco de estas protestas 
la policía perpetró la masacre de Bogotá, en la que fueron 
asesinadas 13 manifestantes y transeúntes desarmados a 
manos de uniformados, quiénes, de manera sistemática y 
simultánea, en diferentes partes de Bogotá y el municipio 
aledaño de Soacha, ocultaron sus identidades delibera-
damente, y dispararon armas letales -algunas veces de la 
mano de civiles- contra manifestantes desarmados. 

Un año después de la masacre de Bogotá, las vio-
laciones de DDHH, incluidas las lesiones personales y los 
13 homicidios siguen en la impunidad: solo en 4 de los 
casos hay imputación contra los agentes que dispararon 
contra los jóvenes indefensos, y ninguno de ellos parece 
tener avances de investigación sobre quiénes dieron las 
ordenes que cumplían dichos agentes. “Los uniformados 
investigados, imputados y algunos acusados, se encuen-
tran en libertad y en ejercicio de sus funciones como 
policías. No han sido removidos de la institución o de su 
cargo, tampoco han recibido algún tipo de sanción disci-
plinaria”20 y uno de ellos recibió una condecoración. “Los 
familiares en su búsqueda de la verdad y la justicia, han 
sido víctimas también de persecuciones, perfilamientos 
y amenazas. Así como quienes les representan y acom-
pañan”.21 

En octubre de 2020, ante el incremento de homi-
cidios y ataques contra personas defensoras de DDHH a 
pesar de la cuarentena, la Minga Indígena, afrodescend-
iente, campesina y estudiantil del sur occidente se movi-
lizó hasta Bogotá, con el fin de exigir la garantía del dere-
cho a la vida. Los discursos racistas se incrementaron y el 
presidente Iván Duque no acudió al llamado de los mani-
festantes, evidenciando la falta de voluntad de diálogo del 
gobierno para atender las demandas legitimas de los y las 
manifestantes. 

20	  DHColombia (2021). “Barbarie y criminalidad policial: la masacre del 9 de septiembre.” Folios de impunidad 6. Bogotá, 2021. Dis-
ponible en https://nuevo.dhcolombia.com/2021/09/09/barbarie-y-criminalidad-policial-la-masacre-del-9-de-septiembre/

21	  Ibid. 

22	  CIDH expresa su preocupación por actos de represión por parte de agentes del Estado y rechaza toda forma de violencia en el marco 
de las protestas en Colombia, diciembre 2019, https://www.oas.org/es/cidh/prensa/comunicados/2019/313.asp 

23	  Ministerio de Hacienda y Crédito Público de Colombia, Boletín No.11 “Ley de Solidaridad Sostenible”, abril 2021.

24	  Ministerio de Salud y Protección Social, Proyecto de Ley No. 010, mayo 2021 

25	  CIDH, Observaciones y recomendaciones de la visita de trabajo de la CIDH a Colombia	 realizada del 8 al 10 de junio de 2021, 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ObservacionesVisita_CIDH_Colombia_SPA.pdf p.2

26	  Yellen Aguilar-Ararat, Leidy Lorena Mina, Gabino Hernández Palomino, César Harvey Perlaza, Yaisa Rubiano, Viviane Weitzner y María 
Del Rosario Arango Zambrano. El Monstruo Verde: Impactos de la Industria de la Caña de Azúcar en las Vidas de las Comunidades Negras en 
Colombia (2021) https://www.forestpeoples.org/sites/default/files/documents/Versi%C3%B3n%20digital_MonstruoVerde_15_06_2021_com-
pressed%20%281%29%28Aug%202021%29.pdf

Cada vez que han surgido estos movimientos de 
protesta, la respuesta estatal ha sido la restricción del 
espacio público, la discriminación y estigmatización de 
quienes ejercen la protesta,22 ataques a los cuerpos de las 
personas y en especial de grupos especialmente prote-
gidos, con el objeto específico de transmitir un mensaje 
de represión y desaprobación de los medios de protes-
ta empleados. Pasadas las protestas, quienes demandan 
justicia por las violaciones de DDHH en el marco de las 
mismas, han sido amenazados, perseguidos y atacados. 

El Paro Nacional iniciado el 28 de abril del 2021 
es la continuidad de las manifestaciones pasadas,  que 
presenta una convocatoria amplia entre diversas organi-
zaciones nacionales y regionales, distintos pueblos y sus 
organizaciones colectivas y una sociedad civil autoconvo-
cada y movilizada alrededor de demandas nacionales y 
regionales, que si bien fueron una reacción a una modi-
ficación tributaria23 y del sistema de salud,24 tienen como 
eje central los reclamos de desigualdad, distribución de la 
riqueza, pobreza y pobreza extrema, así como la impuni-
dad frente a los altos niveles de violencia, y la discrimi-
nación étnico racial y de género.25 Se evidencia, por tanto, 
una expresión creciente, acumulada e intergeneracional 
de indignación y reivindicación de derechos fundamental-
es frente a los altos niveles de desigualdad y exclusión, 
precedida de una concreta situación de inseguridad ali-
mentaria -hambre- experimentada por la población en el 
contexto de la pandemia. 

La protesta social y en especial el Paro Nacional 
se encuadra como la expresión de diversas demandas 
nacionales, regionales y locales frente a la inequidad, las 
dificultades en el acceso a la salud, educación, pensiones 
originadas en políticas privatizadoras  que tienden a sub-
sidiar a las empresas. 

Las exigencias incluyen la adopción de políticas 
para el resguardo del medio ambiente y la regulación 
respecto de ciertos sectores empresariales y extractivis-
tas que sólo han contribuido a generar inequidad origi-
nada en el modelo de “acumulación por despojo”, lucro 
derivado de los monocultivos industriales basados en el 
uso de químicos a gran escala, la concentración de tier-
ras y la mega infraestructura, modelo que ocupa un lugar 
central en los impactos sociales y ambientales26 que han 
sufrido en especial las comunidades indígenas, afrode-
scendiente y campesina, pero que terminan impactando 
en la desigualdad de toda la sociedad, animando hoy la 
búsqueda de transformaciones estructurales que permita 
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acceso a derechos y a la larga asegurar una vida en paz27 y 
digna 28 en los distintos territorios.

El alto nivel de represión implicó que las garantías 
para el derecho a la protesta tuvieran un papel pro-
tagónico en las demandas de la movilización.29 La masiva 
protesta social incluyó marchas, expresiones artísticas,  
la interrupción de vías y acciones de alto contenido sim-
bólico como el derribamiento de estatuas y la asignación  
de nuevos nombres o significados a puntos de concen-
tración.30 Si bien se alzan como resistencia a la desigual-
dad que ha afectado el reconocimiento de sus derechos 
a un alto porcentaje de la población, al mismo tiempo ha 
revelado que la protesta no es concebida ni resguardada 
como un derecho por parte de las autoridades estatales, 
que lejos de proteger su ejercicio como parte de la lib-
ertad de expresión, optó por reprimirla con total dureza 
mediante acciones conjuntas y coordinadas de cuerpos 
policiales como Escuadrones Móviles Antidisturbios (ES-
MAD)31, GOES y grupos parapoliciales, generado graves 
vulneraciones a los derechos fundamentales, al tiempo 
que se suspendió el diálogo. Surgen además, en el contex-
to del Paro Nacional y las movilizaciones, equipos de salud 
que dan apoyo y soporte a las personas heridas priorizan-
do la defensa de la vida, al igual que los medios alternati-
vos de comunicación que, junto con transmitir los hechos, 
generan evidencia que se opone a los discursos negacion-

27	  https://comisiondelaverdad.co/actualidad/noticias/el-territorio-como-victimas-conflicto-acuerdos-humanitarios-ya 

28	  https://www.soydebuenaventura.com/index.php?articulos=comunicadodel-comite-del-paro-civico-para-vivir-con-digni-
dad-y-en-paz-en-el-territorio 

29	  Informe Preliminar de la Misión de Observación Internacional por las Garantías de la Protesta Social y Contra la Impunidad en Colom-
bia, julio 2021,  https://coeuropa.org.co/mision-sos-colombia-informe-preliminar/

30	  Ibid.

31	  https://www.forestpeoples.org/en/news-article/2021/black-communities-and-social-organisations-denounce-police-repression-co-
lombia

32	  https://www.onic.org.co/comunicados-onic/4272-alerta-duque-ordena-desplegar-maxima-capacidad-de-la-fuerza-militar-con-
tra-el-pueblo

istas y estigmatizadores de los medios de comunicación 
tradicionales. La solidaridad de la iglesia y de pequeños 
empresarios, así como los estudiantes desde las organi-
zaciones universitarias y las ollas comunitarias, también 
se ven presentes en apoyo a las jornadas de movilización, 
así como en los puntos de manifestaciones. 

La represión de la protesta 
	 Contexto normativo 

El 1 de mayo, el gobierno anunció la figura de “asis-
tencia militar”, con el fin de controlar centros urbanos. El 
2 de mayo el presidente Duque le solicitó al Congreso de 
la República el retiro del proyecto de la Reforma Tribu-
taria, posteriormente el presidente respondió al derecho 
a la protesta con un tratamiento bélico, ordenando por 
ejemplo el máximo despliegue militar contra los mani-
festantes el 17 de mayo,32 y adoptando el 28 del mismo 
mes, el decreto 575. Dicho decreto ordenó a los gober-
nadores de los departamentos del Cauca, Valle del Cauca, 
Nariño, Huila, Norte de Santander, Putumayo, Caquetá y 
Risaralda, así como a los alcaldes de Cali, Buenaventura, 
Pasto, Ipiales, Popayán, Yumbo, Buga, Palmira, Bucara-
manga, Pereira, Madrid, Facatativá y Neiva que coordin-
en la asistencia militar para afrontar hechos que alteren 

El 28 de abril cuando inició el Paro Nacional fue derribada la estatua del genocida “conquistador” Sebastián de Belalcázar en Cali por indígenas 
Misak. La estatua del mismo Belalcázar que se ubicaba en Popayán había sido derrumbada también e 2020 por el mismo pueblo luego de hacer 
un juicio histórico contra el mismo personaje. 
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la seguridad y levantar los bloqueos en las vías33; y se ha 
advertido por el gobierno una futura  modificación34 del 
decreto 003 de 2021,35 decreto que da cumplimiento a la 
sentencia STC 7641-202036 de la Corte Suprema de Justi-
cia, que evidencia las continuas vulneraciones al derecho 
a la protesta mediante la intervención violenta, arbitraria 
y desproporcionada de la fuerza pública. 

Las diversas personas defensoras y organi-
zaciones entrevistadas manifestaron que la violencia es-
tatal se intensificó tras las resoluciones presidenciales, y 
que muchos procedimientos y procesos de diálogo o co-
laboración con las autoridades a nivel regional que se es-
taban implementando, se cerraron tras la referida norma-
tiva. Explicaron por ejemplo que, en Cali, con la adopción 
del Decreto 575, los entes de control dejaron de acudir 
a los llamados de las organizaciones de DDHH para que 
estuvieran presentes ejerciendo su rol de garantes en los 
puntos de resistencia atacados por la fuerza pública o los 
grupos paramilitares. De igual forma refirieron haber pre-
sentado diversas acciones de Tutela solicitando que se de-
clare desacato e incumplimiento de la sentencia que pro-
tegió el derecho a la protesta, algunas de ellas como en 
Yumbo37 han sido acogidas y han permitido ciertos niveles 
de protección, no solo del derecho a la protesta, sino tam-
bién de la integridad de quienes se manifiestan. 

Han existido además diversos discursos estigma-
tizantes divulgados por funcionarios públicos en medios 
de comunicación, incluido discursos oficiales que hacen 
referencia a la existencia de violencia entre pandillas y de 
otro tipo de conflictos urbanos preexistentes38, con el fin 
de minimizar la dimensión de la violencia estatal para así 
justificarla y garantizar la impunidad social. 

33	  Ministerio del Interior, Decreto 575 de 2021, 28 de mayo de 2021, disponible en: https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/nor-
mativa/DECRETO%20575%20DEL%2028%20DE%20MAYO%20DE%202021.pdf 

34	  https://flip.org.co/index.php/es/informacion/pronunciamientos/item/2746-modificacion-del-decreto-003-de-2021-sobre-el-
derecho-a-la-protesta-es-inconstitucional 

35	  Corte Suprema de Justicia de la Corte de Colombia, Decreto 003, “Estatuto de reacción, uso y verificación de la fuerza legítima del 
Estado y protección del derecho a la protesta pacífica ciudadana”, 5 de enero de 2021; https://www.contagioradio.com/gobierno-duque-lim-
ita-protesta-decreto-003/. 

36	  22 de septiembre de 2020 

37	  Juzgado 17 civil del circuito de Cali, Sentencia de Tutela 053 del 1 de junio de 2021; Juzgado 17 civil del circuito de Cali, decisión por 
incidente de desacato presentado por el Comité Permanente por la Defensa de los DDHH contra la Alcaldía municipal de Yumbo, la Gober-
nación del Valle del Cauca, la Policía del Valle y la Policía Metropolitana de Cali por incumplimiento de las ordenes de la Tutela 053. Radicado 
76-001-4003-017-2021-00076-00. 24 de junio de 2021. 

38	  Consultoría para los Derechos Humanos y el Desplazamiento CODHES, Análisis étnico-racial del uso excesivo de fuerza por parte de 
los agentes del Estado en Cali, 21 de mayo de 2021. https://codhes.files.wordpress.com/2021/05/codhes-wp-analisisecc81tnicoracial-del-pa-
ro-en-cali-df.pdf (último acceso el 3 de julio de 2021).

39	  https://www.elespectador.com/politica/gobierno-pide-al-congreso-que-discuta-proyecto-antidisturbios-y-antivandalismo/; https://
www.elespectador.com/politica/buscan-castigar-con-6-a-8-anos-de-carcel-los-actos-vandalicos/

40	  https://www.infobae.com/america/colombia/2021/07/15/protestas-del-20-de-julio-policia-incautara-escudos-cascos-y-otros-ele-
mentos-que-puedan-alterar-el-orden-publico/; https://www.elespectador.com/politica/policia-captura-a-12-supuestos-miembros-de-la-prime-
ra-linea-de-distintas-ciudades/

41	  CIDH, Observaciones y recomendaciones de la visita de trabajo de la CIDH a Colombia	 realizada del 8 al 10 de junio de 2021, 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ObservacionesVisita_CIDH_Colombia_SPA.pdf p.38  

42	  A modo de ejemplo, una concejala del municipio de Vijes, Valle del Cauca, que de manera activa ejerció su cargo para interlocutar 
con los miembros de la fuerza pública para exigir el respeto de los derechos humanos de los manifestantes. Asimismo, el gobernador del 
departamento del Cauca se opuso a la asistencia militar y adelantó negociaciones con los y las manifestantes en lugar de optar por la represión 
propuesta por el gobierno nacional.

43	  El Juzgado Dieciséis Administrativo Oral del Circuito de Cali emitió una medida cautelar de suspensión del decreto expedido por la 
Alcaldía

Adicionalmente, se observó la existencia de 
proyectos de ley39 y operativos en los que se penaliza, por 
ejemplo, el porte de elementos de defensa que han uti-
lizado los manifestantes como cascos y escudos.40

El negacionismo del Estado de los crímenes per-
petrados por agentes estatales contribuye a su impuni-
dad. La no existencia de investigaciones de oficio y la 
ausencia de cifras oficiales han sido una falla estatal mar-
cada durante la reciente crisis institucional. La Comisión 
Interamericana de Derechos Humanos (CIDH) ha manifes-
tado su preocupación por las inconsistencias de las cifras 
estatales en especial respecto de muertes y desapari-
ciones.41 Por otro lado, el rol positivo de ciertas autori-
dades locales que impidieron la militarización de sus juris-
dicciones fue ampliamente destacado y reconocido como 
un mecanismo que impidió la represión de la protesta y la 
vulneración de derechos fundamentales.42 

A la represión de la protesta se suma la inviabil-
idad de los canales de negociación para tramitar las de-
mandas de los manifestantes. Desde el inicio del Paro Na-
cional el gobierno nacional no ha generado mecanismos 
efectivos de diálogo, lo que se evidencia en su reticencia 
a cesar la violencia policial y a adoptar el pliego de emer-
gencia43 como requisitos para el diálogo exigidos por el 
Comité Nacional del Paro. A esto se suman las decisiones 
judiciales de primera instancia que dejaron sin piso legal 
los espacios de diálogo que se estaban generando entre 
manifestantes y autoridades locales como el Decreto N° 
4112010200304, promulgado el 1 de julio de 2020 por la 
Alcaldía de Cali, con el cual se buscaba lograr acuerdos al 
instalar una mesa de diálogo, sin embargo, el decreto fue 
suspendido por una orden judicial del 15 de julio.  Por otra 
parte, los puntos levantados por el Comité del Paro tras 
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el cierre del diálogo44 fueron presentados al Senado, sin 
embargo, en su estructura general de materias sociales 
y económicas no se alejan de lo que el Acuerdo de paz 
sentó en cuanto herramienta de paz. 

Denuncias 
Se recibieron graves denuncias de desapari-

ciones, perfilamiento étnico – racial, homicidios, muti-
laciones, desapariciones forzadas y diversas formas de 
tortura que incluyen desde violencia sexual, golpes con 
cadenas, desnudamientos forzados y formas no típicas 
de tortura45 como el sobre vuelo constante de aviones y 
helicópteros que causaron un fuerte trauma en las co-
munidades, además del uso excesivo de lacrimógenas 
contra poblaciones, incluso alejándose de los lugares de 
protesta, gaseando barrios residenciales. Existen muchas 
denuncias de tratos crueles, inhumanos y degradantes 
perpetradas por agentes del estado y paramilitares en el 
contexto de las detenciones en su mayoría ilegales o ar-
bitrarias, igualmente se denunció el abuso de la figura de 
traslado de detención como forma de desaparecimiento 
temporal de víctimas. 

Así, la actuación policial ha adoptado múltiples 
formas de aniquilamiento, generando incluso daño letal. 
Las diversas formas de represión policial y su actuar o 
aquiescencia con grupos paramilitares, la sistematicidad 
de sus operaciones, como el uso de helicópteros, drones, 
francotiradores, cortes de luz, de señal de internet y el 
desmembramiento de cuerpos expuestos públicamente,46 
encontrados en las aguas del rio Cauca47, son todos ele-
mentos que constituyen un clima de terror generado por 
el accionar estatal o su aquiescencia, que se evidenció en 
cada uno de los testimonios recogidos por la Misión, que 
además dada su magnitud, consecuencia y alcance nos 
permite calificarlo como una forma de tortura contra la 
población en su conjunto. 

Adicionalmente, destacan las denuncias de de-
tenciones masivas, la apertura de procesos penales, crim-
inalización de la ciudadanía, incluida la utilización del tipo 
penal de terrorismo, daño en bienes ajenos agravadas y 
concierto para delinquir.

 “La Misión” recibió información que indica cómo 
se ha intensificado la violencia selectiva, incluso después 
de que se levantaran los puntos de resistencia y los cierres 
de vía. Esta violencia selectiva contra quienes lideran las 
protestas o se solidarizaron con los manifestantes, incluy-

44	  https://www.mintrabajo.gov.co/prensa/comunicados/2021/junio/el-comite-nacional-del-paro-ha-decidido-suspender-unilateral-
mente-la-interlocucion-con-el-gobierno-nacional.-el-gobierno-refrenda-su-voluntad-de-dialogo; https://www.elespectador.com/economia/
comite-del-paro-nacional-anuncia-el-cese-temporal-de-las-movilizaciones/

45	  https://www.law.berkeley.edu/wp-content/uploads/2018/07/Working-Paper-on-NonTraditional-Forms-of-Torture-final-July-2018.pdf

46	  https://www.contagioradio.com/asesinan-a-santiago-ochoa-miembro-de-la-primera-linea-de-tulua/;  https://www.semana.com/na-
cion/articulo/investigacion-el-horror-de-los-decapitados-que-esta-pasando/202150/ ; https://www.telesurtv.net/news/cidh-alerta-altos-nive-
les-violencia-colombia-20210625-0017.html 

47	  http://izquierdaweb.com/colombia-fuertes-imagenes-de-cuerpos-flotando-en-el-rio-cauca/ ; https://www.laorejaroja.com/la-es-
calofriante-escena-de-nuevo-cadaveres-en-los-rios/ ; https://www.wradio.com.co/noticias/regionales/que-se-sabe-de-los-cuerpos-sin-vida-en-
contrados-en-el-rio-cauca/20210601/nota/4139625.aspx 

48	  http://www.indepaz.org.co/wp-content/uploads/2021/06/3.-INFORME-VIOLENCIAS-EN-EL-MARCO-DEL-PARO-NACIONAL-2021.pdf 

49	  CIDH, Observaciones y recomendaciones de la visita de trabajo de la CIDH a Colombia	 realizada del 8 al 10 de junio de 2021, 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ObservacionesVisita_CIDH_Colombia_SPA.pdf p. 48 

50	  https://www.youtube.com/watch?v=CQVQBq50i2g&ab_channel=FuerzasMilitaresdeColombia 

endo integrantes de iglesias, equipos de salud, periodis-
tas o comunicadores, se ha materializado en amenazas 
contra personas defensoras, seguimientos en lugares de 
residencia y de trabajo, ataques en sus domicilios, crim-
inalizaciones, agresiones sexuales, homicidios, hurtos, 
allanamientos, desapariciones forzadas y desmembra-
mientos, entre otros ataques que son frecuentes, se man-
tienen hasta hoy y su perpetración no se investiga por las 
autoridades.  

Los informes de organizaciones y plataformas de 
Derechos Humanos dan cuenta de la represión policial 
constante desde el inicio del Paro Nacional. INDEPAZ- 
Temblores informaron a la Misión que entre el 28 de abril 
y el 28 de junio de 2021, se han registrado en el contexto 
del Paro Nacional y la protesta social 75 homicidios, 58 
de ellos en el Valle del Cauca, en su mayoría de jóvenes. 
Denuncia también 3.486 casos de violencia policial, de las 
cuales 83 casos son de lesiones oculares y 28 reportados 
de violencia sexual, mientras que se han registrado 1.832 
detenciones arbitrarias. Los días en que se registraron más 
homicidios fueron el 28 de abril, el 01 de mayo y el 28 de 
mayo.48 En esta última fecha, se registraron 13 homicidios 
y 36personaslesionadas,49 recordamos que precisamente 
el 28 de mayo, el presidente Iván Duque decretó la mili-
tarización de Cali, aludiendo desmanes de orden público.

Por otro lado, las denuncias sobre desapariciones 
en el marco del Paro Nacional son alarmantes. INDEPAZ 
reportó al 22 de junio la existencia, en el contexto de las 
manifestaciones actuales, de al menos 77 mecanismos de 
Búsqueda Urgente Activos. Durante la Misión se registró 
la aparición de jóvenes que se encontraban desapareci-
dos por semanas sin entregarse a los familiares la infor-
mación de manera oportuna, alargándose por parte de 
la autoridad estatal no solo la agonía de las familias y su 
comunidad, sino que, al negar el paradero de la víctima, 
extendieron el tiempo de la desaparición. 

 Se recogieron diversas denuncias relativas a la 
sofisticación del control social y represivo, tales como 
registro comunicaciones, campañas ciberterrorismo. Se 
recibió información sobre la campaña de las fuerzas ar-
madas denominada “la verdad en un mar de mentiras”50 
que busca captar cuentas de redes sociales que atenten 
contra la imagen de las instituciones policiales y de las 
FFAA, se denunció la existencia de bloqueos de señales 
para registros en vivos que incluyeron cortes de luz e in-
ternet, y material probatorio de violencia estatal ha sido 
eliminado de las plataformas. 
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Adicionalmente, jóvenes y sus familiares denun-
ciaron a “La Misión” haber sido ilegalmente detenidos en 
sus domicilios para dejarlos en libertad solicitándoles in-
filtrarse en las primeras líneas51. 

Otros mecanismos represivos se están desarrol-
lando a nivel simbólico, borrar los murales con mensajes 
relacionados con la protesta, el intento de derribar el 
monumento de Puerto Resistencia, la estigmatización y 
ataque a los símbolos asociados a identidades culturales, 
como el caso de los símbolos de la guardia indígena, o a 
labores como la defensa de los derechos humanos o la 
misión médica.  Según los testimonios, todas estas perso-
nas defensoras refirieron tener miedo de portar sus sím-
bolos para no ser objeto de ataques52.

En general, la atención se ha centrado en la 
represión en las ciudades, especialmente en aquellas 
gobernadas localmente por autoridades de oposición o 
donde la polarización política es más evidente como Bo-
gotá, Cali, Popayán y donde se “concentran comunidades 
étnico-raciales.”53 

Diversos informes que las organizaciones indíge-
nas, afrodescendientes y las pertenecientes a la Mesa Na-
cional de OSC sobre empresas y DDHH, evidencian cómo, 
en el marco del Paro Nacional se han promovido y divul-
gado por parte de funcionarios públicos, miembros del 
partidos políticos -incluido el partido de gobierno-, gre-
mios empresariales, empresas y particulares, discursos 
de estigmatización contra la protesta social, que incitan 
al odio, al recurso a la violencia, a la discriminación racial 
y las manifestaciones de racismo. “La narrativa nacional 
vigente, expresada en videos, noticias de redes sociales, 
memes y alocuciones presidenciales ha construido la ima-
gen de las personas indígenas y afrodescendientes partic-

51	  En especial testimonio N° 37 recogido por integrantes de La Misión que visito Cali 

52	  Diversos testimonios entregados a La Misión, en especial durante la reunión entre integrantes de La Misión que visito Cali y repre-
sentantes de los pueblos indígenas, 08 de julio 2021.

53	  CIDH, Observaciones y recomendaciones de la visita de trabajo de la CIDH a Colombia	 realizada del 8 al 10 de junio de 2021, 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ObservacionesVisita_CIDH_Colombia_SPA.pdf p. 78 

54	  Vergara En documento inédito, Expropiación de la dignidad, estado de situación. Mayo, 20201.

55	  La Misión recibió diversos testimonios sobre este homicidio, incluido los relatos de sobrevivientes del ataque cuyos testimonios 
fueron escuchados por integrantes de La Misión que visitó Cali el 08 de julio 2021.

56	  https://www.forestpeoples.org/en/report/2021/cnti-acips-presentaron-informe-cidh 

ipantes de la movilización como foráneos o como sub-per-
sonas.”54

Ejemplos de ataques a la vida y libertad de 
los grupos y personas defensoras 

Se registraron diversas las denuncias de amenazas, 
agresiones y violencia ejercida por agentes de la policía y 
el ESMAD contra grupos y personas defensoras que acom-
pañaban las manifestaciones, así como el reporte del ase-
sinato del joven defensor indígena y líder estudiantil Se-
bastián Jacanamejoy, el 28 de mayo en Cali55.

También en Cali, el 9 de mayo, resultó gravemente 
herida Daniela Soto, joven defensora de los derechos hu-
manos, indígena del resguardo Sa´th Tama Kiwe, lideresa 
del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC), esto en el 
contexto de un ataque armado contra la Minga Indígena. 
Tanto el ataque contra la Minga Indígena el 9 de mayo, 
como el del 28 del mismo mes en el que fue asesinado el 
joven Jacanamejoy, fueron perpetrados por grupos para-
militares desde el barrio Ciudad Jardín, actuando abierta-
mente protegidos por la policía, lo que se evidencia en las 
cámaras.  

“La Misión” también recibió información sobre la 
arbitraria detención y prisión de Arles Bolaño Zemanete, 
indígena Yanacona y gestor cultural de 18 años, privado 
de libertad por acusaciones de terrorismo y agresión a 
funcionario público, desde el 10 de mayo de 2021. 

También, ha habido incursiones violentas de los 
agentes estatales en territorios indígenas, documentados 
casos del departamento del Putumayo, entre ellos aquel 
relacionado con la petrolera canadiense GranTierra Ener-
gy,56 donde el 31 de mayo en manifestaciones vinculadas 

Mural pintado el 1 de mayo en la calle 5 de Cali, luego de que varias mujeres denunciaran abusos sexuales perpetrados por miembros 
de la policía. Este mural fue borrado en el mes de junio
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a la protesta en sus inmediaciones, se perpetró el asesina-
to del joven indígena Yorandy Rosero, de 21 años,57 donde 
también resultaron heridos tres indígenas.

Situación en Siloé 
Tal como destaca Amnistía Internacional, en su 

reciente informe sobre la represión en Cali, Siloé es un 
barrio popular que hace parte de la comuna 20, el barrio 
destaca tanto por tener expresiones culturales y artísticas, 
iniciativas juveniles de organización social y también ha 
estado permanentemente marcado por la violencia y la 
desigualdad. Es uno de los lugares donde más reportes 
de violaciones a los derechos humanos han sido denun-
ciados a nivel nacional e internacional, en el marco de la 
represión a las manifestaciones en el contexto del Paro 
Nacional58.

El 03 de mayo en el barrio Siloé de la ciudad de 
Cali,59 se realizó una velatón de la comunidad para con-
memorar el reciente asesinato de joven Nicolás Guerre-
ro en el marco de las protestas. En esta conmemoración 
había presencia de personas religiosas, de la tercera 
edad, niños y niñas. Sin embargo, la comunidad de Siloé 
fue atacada en un operativo organizado entre el ESMAD 
y la Policía, que incluyó helicópteros que indicaban con 
luz a francotiradores a dónde disparar, así como ataques 
desde tierra y aire con armas letales incluidos fusiles Tav-
or 5.56 mm y también armas menos letales. Francotira-
dores de la fuerza pública ingresaron al barrio donde se 
atrincheraban para disparar contra civiles. El ataque duró 
aproximadamente 8 horas, entre las 7:00 p.m. y las 3:00 
a.m. Existen antecedentes que acreditan que tres jóvenes 
fueron asesinados, pero se están recogiendo evidencias 
por la Fiscalía de que existirían otras tres muertes en los 
que se conoció como la “Operación Siloé.”60 

Desde el inicio del Paro Nacional la represión en 
Siloé no ha disminuido. “La Misión” recogió evidencia 
de sobrevuelos y hostigamientos policiales a los jóvenes 
heridos en sus domicilios, especialmente en los meses de 
mayo y junio, adicionalmente desde el 03 de julio la zona 
fue objeto de una fuerte intervención policial con más 
de 300 efectivos, que las autoridades calificaron como 
“intervención social.”61  Cuando la Misión visitó el lugar 
el día 08 de julio de 2021, en el contexto de una activi-
dad de conmemoración de las víctimas existió un fuerte 
hostigamiento policial, que entre otras formas consistió 
en grabar de cerca a los jóvenes que se acercaban a los 
integrantes de la Misión. 

57	  https://www.business-humanrights.org/es/%C3%BAltimas-noticias/colombia-en-contexto-del-paro-tras-asesinato-y-ocu-
paci%C3%B3n-de-bater%C3%ADa-petrolera-en-putumayo-grantierra-energy-anuncia-di%C3%A1logo-con-las-comunidades/ ; https://www.
rcnradio.com/recomendado-del-editor/luto-en-universidad-del-cauca-por-muerte-de-jordany-rosero-en-medio-de-las 

58	  Amnistía Internacional, Colombia: Cali: En el epicentro de la represión, 30 de julio 2021, https://www.amnesty.org/es/documents/
amr23/4405/2021/es/, p 25

59	  https://voragine.co/operacion-siloe-la-noche-de-terror-del-3-de-mayo/ 

60	  https://www.france24.com/es/am%C3%A9rica-latina/20210505-cali-protestas-siloe-paro-colombia-violencia-policial; https://www.
amnesty.org/es/documents/amr23/4405/2021/es/ 

61	  https://www.eltiempo.com/colombia/cali/cali-policia-y-ejercito-intervinieron-de-madrugada-ladera-de-siloe-600609 ; https://noti-
cias.caracoltv.com/valle/mediante-una-intervencion-de-300-uniformados-policia-de-cali-retomo-el-control-de-siloe

62	  https://www.cepal.org/sites/default/files/publication/files/46543/S2000817_es.pdf, p.14 

63	  Indepaz, 2021

64	  CIDH, Observaciones y recomendaciones de la visita de trabajo de la CIDH a Colombia	 realizada del 8 al 10 de junio de 2021, 
https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ObservacionesVisita_CIDH_Colombia_SPA.pdf p. 78

La situación de los pueblos indígenas 
Los pueblos indígenas son una de las poblaciones 

rurales que han tenido que sobrevivir la sistematicidad de 
la violencia y el despojo de sus territorios. El 56,3% de la 
población indígena está en la pobreza, y es el país en toda 
la región donde tienen menos acceso al agua potable en 
sus viviendas,62 en términos de la situación de salud de los 
pueblos indígenas, las estadísticas más actualizadas sobre 
mortalidad general muestran una realidad dramática: casi 
una quinta parte (18,63%) de la población indígena muere 
antes de cumplir los 5 años. En el 2020, el 35 % de los 
asesinatos de personas defensoras, fueron contra indíge-
nas.63 Tal como se ha indicado, existió una violencia poli-
cial de magnitud en el departamento del Cauca, el segun-
do con el mayor porcentaje de población indígena del 
país, donde habitan 8 grupos étnicos, asentados en 26 de 
los 39 municipios del departamento del Cauca.64

Guardia indígena apoyando el punto de resistencia de Siloé. 9 de 
mayo de 2021
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La Minga Indígena en las últimas décadas ha evi-
denciado la importancia de la movilización social para la 
exigencia legítima de los derechos. A modo de ejemplo, 
cuando el hambre en pandemia golpeó a la población 
más empobrecida, frente a la nula respuesta estatal  la 
Minga buscó aliviar la situación de las familias vulnerables 
de las ciudades que enfrentaban hambre en el confin-
amiento, y organizó la entrega de alimentos en la ciudad 
de Popayán.65 Asimismo, en octubre de 2020 la Minga In-
dígena, afrodescendiente, campesina y estudiantil del sur 
occidente se movilizó hasta Bogotá para exigir la garantía 
del derecho a la vida ante el incremento de la violencia 
contra las poblaciones rurales, incluso durante el confin-
amiento. El viernes 30 de abril de 2021, el Consejo Re-
gional Indígena de Cauca (CRIC) anunció que se declaraba 
en asamblea permanente nacional y que entraba a apoy-
ar la Minga Indígena y su participación en el Paro Nacional 
que comenzó desde el 28 de abril de 2021. Desde esta 
fecha, por la respuesta represiva de las autoridades, al 
menos una veintena de integrantes de la Guardia Indíge-
na han resultado heridos al intentar proteger y defender 
a otros del uso excesivo y desproporcionado de la fuerza 
desplegado por las autoridades estatales.

Surgieron desde diversas autoridades expre-
siones sobre los manifestantes como “esos indios”, “ván-
dalos”, “terroristas”, así como las expresiones del alcalde 
de Cali en relación con la presencia de la Minga Indígena 
en la ciudad: “En Cali no deben mandar los que no forman 

65	  Forest Peoples Programme (FPP), Retrocesos en los Tiempos del Covid-19, febrero 2021, https://www.forestpeoples.org/en/roll-
ing-back-safeguards/colombia p.23

66	  https://www.semana.com/nacion/articulo/alcalde-jorge-ospina-se-rebela-contra-la-minga-indigena-y-les-exige-no-hacer-retenes-ni-
bloqueos-en-cali/202134/

67	  https://www.cric-colombia.org/portal/pronunciamiento-en-rechazo-a-la-medica-de-imbanaco/

68	  https://www.forestpeoples.org/sites/default/files/documents/Informe-final-para-la-CIDH-16062021.pdf p. 10. 

69	  https://cuestionpublica.com/paso-a-paso-asi-fue-el-tiroteo-del-9-de-mayo-al-sur-de-cali/; https://fb.watch/v/2N_SzOVw7/

70	 https://cuestionpublica.com/paso-a-paso-asi-fue-el-tiroteo-del-9-de-mayo-al-sur-de-cali/; https://web.facebook.com/CesarPachonA-
gro/videos/782773422626823/ 

parte de Cali. No debe haber pretextos para que perso-
nas ajenas a nuestra ciudad cumplan las funciones que se 
cumplen en nuestra ciudad.”66 Estos discursos racistas se 
replicaron por parte de particulares incluida una médica 
que abiertamente promovía la masacre de indígenas.67

Han sido comunes la estigmatización y el 
señalamiento hacia las y los mingueros indígenas a nivel 
nacional, tanto por parte de civiles como de funcionari-
os/as públicos/as que los han señalado como terroristas, 
criminales e incluso de secuestradores como ocurrió con 
una autoridad del pueblo Siona en Puerto Asís.68 Se rec-
ogieron diversas denuncias y videos sobre personas ves-
tidas de civil que, actuando en aquiescencia y tolerancia 
de las fuerzas de seguridad, han causado la muerte y le-
siones a manifestantes en diversas ciudades69.

La Minga, que ejerció su compromiso colectivo, 
ayudó a coordinar no sólo la organización de los jóvenes 
en los puntos de resistencia de las ciudades, sino también 
los corredores humanitarios para el tránsito de víveres, 
medicinas y servicios de urgencias, solidarizando con la 
acción de protesta de la ciudadanía. 

En dicho ejercicio, en Cali el domingo 9 de mayo,70 
la Policía Nacional y civiles armados en completa impuni-
dad abrieron fuego contra comuneros/as de la Minga In-
dígena que realizaba acciones humanitarias y de movili-
zación pacífica. Esta violenta incursión dejó un saldo de 
diez comuneros/as heridos/as, algunos/as de gravedad 

Delegación indígena en la marcha a Uniresistencia el 28 de mayo de 2021.
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entre ellas Daniela Soto, joven perteneciente al Programa 
Mujer del Consejo Regional Indígena del Cauca (CRIC); li-
deresa y defensora de la vida del resguardo Sa´th Tama 
Kiwe.71 Este episodio que ha sido catalogado internacio-
nalmente como el “Ataque Armado contra la Minga Indí-
gena” evidenció el contexto de discriminación, estigma-
tización y violencia contra los pueblos indígenas.

El 10 de mayo fue detenido y permanece en 
prisión, Arles Bolaños Zemanate, joven gestor cultural 
e indígena Yanacona quien es acusado de terrorismo y 
agresión a funcionario público. Según su defensa, la im-
putación realizada al día siguiente de su detención no 
tiene procedencia y la respuesta de la Fiscal a cargo ha 
sido continuamente racista y sesgada, por lo que se han 
presentado antecedentes para que se investigue adminis-
trativamente a la Fiscal. Actualmente se encuentra reclui-
do en la sede de CECUCOL (julio de 2021)72. 

El 28 de mayo, tras el Decreto Presidencial presen-
tado en Cali, se registraron múltiples denuncias de asesin-
atos, los equipos de salud fueron fuertemente asediados, 
debiendo estar horas sin luz con los cuerpos de víctimas 
asesinadas, heridos y recibiendo ataques de armas desde 
las propias policías que las amenazaban directamente. 

El 28 de mayo fue asesinado por proyectil de fu-
sil en el pecho Sebastián Jacanamijoy, joven defensor de 
los derechos de su pueblo y gestor cultural que sufrió el 
disparo en el punto de concentración de Meléndez, junto 
a él fueron heridos de gravedad otros jóvenes indígenas. 
Entre ellos Isan Imbachi, quien participaba activamente 
de las protestas a través de su grupo musical Runa Pakary, 
y cuyo relato fue recibido por la Misión, el 08 de julio. 

El Cabildo indígena Yanacona junto con manife-
star, en su entrevista con La Misión, preocupación por la 
vida e integridad de Isan y la de su familia también pre-
sentó antecedentes sobre el caso de una joven integran-
te de la Guardia que fue víctima de agresión sexual73 por 
parte de las fuerzas policiales en las cercanías de los alma-
cenes el Éxito, también el 28 de mayo. 

La Misión que visitó Cali tuvo conocimiento de al 
menos 9 ataques contra indígenas en Cali. Por su parte, la 
CIDH, sostuvo que conoció de 2 homicidios, 3 agresiones 
físicas, 159 hostigamientos y 21 víctimas de atentados en 
el marco de las protestas sociales74.

	 En general, diversas organizaciones de pueblos in-
dígenas especialmente quienes participaron de la entrev-
ista con la Misión, que visitó el Eje Cafetero, manifestaron 
que el diálogo con las autoridades no tiene efectos con-
cretos, afirmaron incluso que, al poco tiempo de lograr 
acuerdos de un pliego de petitorio con las autoridades 
locales, las misma ya había sido incumplidos por el gobi-
erno. También denunciaron que los Macro Murales real-

71	  https://www.forestpeoples.org/sites/default/files/documents/Comunicado-CNTI_May21.pdf 

72	  La Misión recibió diversos testimonios sobre esta detención y prisión, testigos directos fueron escuchados por integrantes de La 
Misión que visitó Cali el 08 de julio 2021.

73	  La victima fue entrevista por integrantes de La Misión que visitaron Cali, entrevista confidencial N°18. 

74	 https://www.onic.org.co/images/pdf/Informe_Ejecutivo_ONIC_sobre_afectaciones_PPII_-_CIDH_10.06.2021.pdf; CIDH, Observa-
ciones y recomendaciones de la visita de trabajo de la CIDH a Colombia realizada del 8 al 10 de junio de 2021, https://www.oas.org/es/cidh/
informes/pdfs/ObservacionesVisita_CIDH_Colombia_SPA.pdf para 81

izados, habían sido borrados como expresión de censura 
a sus expresiones artísticas. 

Mientras, la Misión que visitó Popayán recibió no-
ticias de que el Alcalde estaba ofreciendo recompensa 
para que identificaran a los responsables de la destruc-
ción de la estatua del conquistador español Sebastián de 
Belalcázar en Popayán, la que había sido tumbada el año 
2020, sin embargo, en el contexto de la represión al Paro 
Nacional y a sabiendas que los responsables son indíge-
nas Mizak, porque fue un hecho ampliamente difundido 
en redes sociales, el Alcalde comenzó su agresiva cam-
paña de recompensa, hecho que fue reportado por los 
representantes indígenas entrevistados  como una conti-
nua amenaza. 

Representación de los pueblos indígenas en el monumento construido 
por los manifestantes en Puerto Resistencia. 
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La situación de los pueblos afrode-
scendientes 
Las diversas organizaciones entrevistadas en el marco de 
la Misión alegaron la violación sistemática de los dere-
chos individuales y colectivos de las personas afroco-
lombianas, sostuvieron que existe una profundización 
de su empobrecimiento, el despojo y ruptura del tejido 
social-comunitario, abonado por el contexto del conflicto 
armado interno, políticas extractivistas avasallantes y 
economías basadas en el narcotráfico, que han tomado 
fuerza progresivamente por  casi tres décadas en los 
campos y poblados donde históricamente ha habitado la 
comunidad del pueblo negro/afrodescendiente.75 

Sostuvieron que su población se encuentra sub-
registrada, que el último censo fraudulentamente tendió 
a invisibilizarlos disminuyendo injustificadamente las 
cifras que representan, como lo confirmó el CERD en el 
último examen periódico a Colombia en el 2019. Agrega-
ron, que no son escuchados como grupo por las organi-
zaciones nacionales ni regionales, que no se ha cumplido 
con el capítulo que los incluye en el Acuerdo de paz,76 que 
no se realizan mesas de diálogos especificas con ellos, ni 
ellas, y que incluso en el propio pliego de solicitudes del 
Comité del Paro Nacional sus demandas no se encuen-
tran contenidas. Sin embargo, sostuvieron que ello no 
fue razón para no movilizarse y participar de los diversos 
puntos de resistencia y crear los propios puntos en sus 
comunidades. 

Afirman, que la brutalidad de los crímenes per-
petrados por los agentes estatales ha afectado de manera 
desproporcionada, especialmente en Cali, a las personas 
afrodescendientes. Esta, es la segunda ciudad de Améri-
ca Latina con mayor cantidad de población afrodescend-
iente. Según el “Censo de 2005 y 2018, los barrios con 
mayor población afrodescendiente en Cali se encuentran 
en su mayoría en el oriente de la ciudad; el Distrito de 
Agua Blanca, y en algunas partes de la zona ladera en el 
occidente.  Estas zonas coinciden con los barrios con alta 
población víctima de desplazamiento forzado en el con-
texto del conflicto armado, en su mayoría provenientes de 
la región Pacífico y del norte del Cauca, [regiones con un 
alto número de población afrodescendientes]. También 
coinciden con aquellos más afectados por la violencia es-
tatal y sistémica desproporcionada en el marco del con-
flicto armado.”77 

El incremento de la violencia racista es especial-

75	  https://renacientes.net/blog/2021/06/11/informe-afectaciones-a-pueblo-negro-afrodescendiente-en-colombia-el-marco-del-pa-
ro-nacional/ 

76	 https://reliefweb.int/sites/reliefweb.int/files/resources/Acuerdo-Humanitario.pdf; https://comisiondelaverdad.co/actualidad/noti-
cias/el-territorio-como-victimas-conflicto-acuerdos humanitarios-ya 

77	  https://www.forestpeoples.org/es/articulo-de-noticias/2021/comunidades-negras-informes-CIDH

78	  Ibid. 

79	  Ibid. Página 35 a 42

80	  Ibid. 

81	  Ibid. 

82	  https://www.funcionpublica.gov.co/web/sigep/hdv/-/directorio/M3376213-0666-4/view

mente alarmante en la segunda ciudad con mayor núme-
ro de habitantes afrodescendientes de Latinoamérica. 
“Los estereotipos y perfilamiento racial hacia la población 
afrodescendiente que se manifiestan en situaciones cotid-
ianas entre personas del común o que dirigen funcionari-
os públicos como agentes policiales son una expresión de 
patrones de discriminación estructural.”78

Los líderes y lideresas de comunidades afrode-
scendientes que participaron de la reunión que realizó 
La Misión que visitó Cali, sostuvieron que los ataques de 
agentes policiales y civiles en su contra han estado pre-
cedidos de discursos racistas que promueven la discrim-
inación racial y la violencia, y que buscan justificar estas 
acciones contra las minorías étnicas que se movilizan79.

Un aspecto que destacan es la ausencia de cifras 
claras respecto a su victimización, no solo respecto a la 
ausencia de cifras desde instituciones estatales, como la 
Defensoría del Pueblo y en especial de la Policía Nacio-
nal, sino también “la poca o inexistente documentación 
de la identidad étnico-racial en los casos registrados por 
las plataformas que hacen seguimiento a la violación de 
derechos en el  marco del Paro.”80 La invisibilización de 
la violencia policial contra las personas afrodescendien-
tes no solo se refleja en el subregistro, sino también en 
los rostros de las víctimas que circulan en redes, y que 
empiezan a ser las imágenes emblemáticas del Paro: nin-
guna de ellas es afro. Las organizaciones negras resaltan 
la necesidad de la transversalización del enfoque étnico- 
racial en la recolección de datos, su análisis y propuestas 
de solución por parte las entidades estatales y organi-
zaciones de derechos humanos nacionales e internacio-
nales. A pesar de la falta de datos oficiales, la Consultoría 
para los Derechos Humanos y el Desplazamiento (COD-
HES) ha evidenciado que de los 107 homicidios verificados 
en Cali entre el 28 de abril y el 6 de junio, por lo menos un 
62% de las víctimas con identidad racial identificada son 
afrodescendientes.81

Mientras la Misión se encontraba en Colom-
bia, fueron atacados 3 jóvenes afrodescendientes que 
integraron las Primeras Líneas de Jamundí, Valle del 
Cauca, quienes ejercían liderazgo en la Unión de Re-
sistencias de ese municipio. Uno de ellos, además, era so-
breviviente de un ataque previo en el marco de la protes-
ta. El ataque se presentó el 6 de julio de 2021, el mismo 
día en el que los jóvenes participaron en una reunión con 
funcionarios públicos, entre ellos el secretario de gobier-
no del Municipio -ex policía-,82 la Defensoría del Pueblo y 
la Procuraduría, con el fin de denunciar graves violaciones 
de los DDHH durante la protesta para poder iniciar una 
ruta de protección. 
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En lugar de obtener la protección del Estado como 
víctimas y líderes, ese mismo día de la reunión, en horas 
de la noche fueron atacados por sicarios, los que asesin-
aron a uno de los jóvenes y dejaron a otros dos heridos. A 
pesar de la gravedad de los hechos, estos no aparecieron 
en los medios de comunicación, lo que evidencia la invisi-
bilización de la violencia selectiva, y aumenta el riesgo de 
las personas perseguidas.     

Rol de las Empresas 
Colombia es el país más peligroso del mundo para 

defender los derechos de la tierra y el medio ambiente, 
y el segundo con más asesinatos de personas defenso-
ras enfrentadas a empresas entre 2015 y 2019.83 La ONG 
Centro de Recursos de Empresas y Derechos Humanos 
ha identificado que los ataques a personas defensoras y 
liderazgos indígenas involucrados en denuncias contra 
empresas han aumentado desde el 2015, reportando el 
mayor número de incidentes en 2017 y 2018.84

Tal como hemos sostenido, son diversos los me-
canismos que aseguran la impunidad, beneficiando a las 
empresas que recurren a la violencia para imponer un 
modelo de desarrollo. El Paro Nacional y su represión es-
tatal no se exceptúa de presentar casos que visibilizan la 
existencia de estos mecanismos, tomando las empresas 
un rol relevante en la represión de la protesta, situaciones 
que han puesto en evidencia la ineficacia de las políticas 
de debida diligencia para prevenir, no contribuir, ni causar 
graves violaciones a los derechos humanos, deforestación 
o el despojo de territorios indígenas y/o zonas protegidas.

Se evidencia el uso de establecimientos comer-
ciales como almacenes o estaciones de transporte pú-
blico pertenecientes a empresas publico/privadas como 
centros de operación policial, donde presuntamente se 
ejecutaron detenciones ilegales, torturas y homicidios.85 
También se conoció de persecuciones y ataques de la 
policía y el ESMAD contra manifestantes en Cañaduzales, 
en algunos de los cuales se impidió el ingreso de los equi-
pos de DDHH a pesar del riesgo que corrían los manifes-
tantes perseguidos al interior86. 

83	   En 2018, 24 homicidios fueron registrados por Global Witness, dos al mes en promedio solo en ese año. Global Witness, Enemies of 
the State? How governments and business silence land and environmental defenders. July, 2019. https://www.globalwitness.org/en/campaigns/
environmental-activists/enemiesstate/; Centro De Información Sobre Empresas y DDHH. Las personas defensoras de los derechos humanos y 
las empresas en Colombia, marzo 2020, https://www.business-humanrights.org/es/denosotros/informes/las-personas-defensoras-de-los-dere-
chos-humanos-y-las-empresas-en-colombia/

84	  BHRRC Colombia (marzo de 2020)

85	  https://www.efe.com/efe/america/sociedad/denuncian-que-una-estacion-de-buses-bogota-se-uso-para-torturar-manifestan-
tes/20000013-4553563

86	  Entrevista de personas defensoras de derechos humanos de Tuluá con integrantes de La Misión que visitaron Cali, 09 de julio de 
2021.  

87	  https://www.business-humanrights.org/en/latest-news/colombia-mesa-de-la-sociedad-civil-para-la-transparencia-en-las-indus-
trias-extractivas-destaca-que-el-pa%C3%ADs-fue-calificado-en-cumplimiento-del-eiti/; sobre las empresas del Valle del Cauca https://www.
forestpeoples.org/es/articulo-de-noticias/2021/comunidades-negras-informes-CIDH

88	  Carta de del Comité Municipal del Paro de Puerto Tejada Cauca a FPP, 25 de junio de 2021. 

89	   Informe Preliminar de la Misión de Observación Internacional por las Garantías de la Protesta Social y Contra la Impunidad en 
Colombia, julio 2021, p.23  https://coeuropa.org.co/mision-sos-colombia-informe-preliminar/ 

90	  https://cuestionpublica.com/apocalipso-now-la-policia-no-conto-todo-lo-que-hizo-dentro-del-exito/; https://www.forestpeoples.
org/index.php/es/report/2021/exito-casino-deforestation-human-rights

91	  https://renacientes.net/blog/2021/06/11/informe-afectaciones-a-pueblo-negro-afrodescendiente-en-colombia-el-marco-del-pa-
ro-nacional/

Se constató que algunos gremios y/o empresas di-
vulgan discursos que promueven la violencia y la estigma-
tización de los manifestantes, y respaldan abiertamente a 
las fuerzas policiales señaladas de graves y masivas viola-
ciones a los DDHH contra las personas que se movilizan.87

Se recibieron noticias de despidos injustificados 
de empleados que participaron en la protesta, en especial 
por la empresa Integral de Empaques por parte del Comi-
té Municipal de Puerto Tejada, Cauca88. 

También se evidencia que empresas con intereses 
en la explotación agrícola presionan a las comunidades 
para la venta de sus terrenos con amenazas de muerte 
ante la negativa de la comunidad de efectuar esa activi-
dad económica. Las personas que realizan las amenazas 
son reconocidas por tener vínculos económicos y políticos 
de gran envergadura.89

Se puso de manifiesto el uso de locales comer-
ciales como centros de detención ilegal por parte de la 
fuerza pública durante las protestas en mayo 2021. De 
igual forma se observa la presencia de armamento en al-
gunos establecimientos comerciales de los que se tiene 
conocimiento de vínculos con el paramilitarismo, como 
estaciones de servicio. Uno de los hechos más frecuen-
temente denunciados en el contexto de la Misión fue la 
utilización de la empresa Éxito como recinto que albergó 
a la Policía, desde donde se denuncia surgieron múltiples 
disparos con armas letales por parte de la Policía, recinto 
además que habría sido utilizado como centro clandestino 
de detención y torturas, desde su interior también testi-
gos declararon ver salir camiones sin placas. Estos hechos 
reportados en la empresa Éxito de Calipso en Cali, entre 
el 19 y 20 de mayo, resultaron al menos con 21 heridos 
(19 civiles y 2 policías).90 El 22 de mayo de 2021, el Grupo 
empresarial Éxito entregó bonos a los miembros del 
ESMAD, respaldando públicamente la labor de este 
cuestionado cuerpo policial.91

La Misión conoció de un caso en el que algunas 
empresas del municipio de Yumbo iniciaron incluso ac-
ciones judiciales para que las autoridades del Estado ata-
caran a los manifestantes. En la misma línea, se conoció 
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sobre la vinculación con un ingenio azucarero de la abo-
gada que demandó la constitucionalidad del decreto que 
permitió las mesas de diálogo entre la alcaldía de Cali y los 
puntos de resistencia. Esto da cuenta de que no solo se 
promueve desde algunas empresas la represión violenta, 
sino que se obstaculiza las salidas negociadas.

Durante el paro nacional, las comunidades afrode-
scendientes del norte del Cauca, cansadas del incum-
plimiento de los compromisos adquiridos por la empresa 
Celsia en el marco del proceso de consulta posterior -no 
previa- que se adelanta por los impactos de la represa la 
Salvajina; protestaron en la casa de máquinas de la central 
de la hidroeléctrica, exigiéndole a la empresa una mesa 
de concertación que haga cumplir los acuerdos pactados 
entre las partes.92 Es importante recordar que este pro-
ceso de consulta, en el que solo se discute la mitigación 
de los impactos por la operación de la represa y no de 
su construcción, inició formalmente desde hace más de 
5 años y, de acuerdo con las comunidades impactadas, se 
ha caracterizado por la falta de voluntad de la empresa de 
remediar los danos causados. El 7 de mayo de 2021, gra-
cias a la protesta de las comunidades negras en el marco 
del paro nacional, la empresa Celsia firmó el compromiso 
de protocolizar el Plan de Manejo Ambiental de la repre-
sa en los siguientes 3 meses. Sin embargo, la empresa no 
contestó a los representantes de las comunidades por dos 
meses, y a la fecha de cierre del presente informe aún no 
se cumple el compromiso adquirido en la mesa que se in-
staló luego de las protestas. 

En el contexto del Paro, algunos medios de co-
municación han generado una narrativa abiertamente 
estigmatizante y discriminatoria contra la protesta social 
y sus integrantes, caracterizándolos como “vándalos.”93 
De igual forma en un reciente reportaje del periódico El 
Tiempo, se sostiene que existe “una primera líneaoculta”, 
que ha sido filtrada y financiada por guerrilla y disidencias 
para desatar el caos, evitar la instalación del nuevo perio-
do legislativo y del desfile militar.”94

Los gremios empresariales solo han estado pres-
tos a mostrar un detalle preciso de los daños causados 
y cuantificación en cifras astronómicas de los mismos.95 
Desde el gobierno municipal y algunos gremios repre-
sentativos de la ciudad se insiste en los daños materiales, 
omitiendo rechazar el uso de armas de fuego por parte de 
la policía contra los manifestantes inermes.

92	  https://www.proclamadelcauca.com/comunidades-afro-exigen-cumplimiento-ambiental-a-celsia-en-la-salvajina/

93	  Semana (2021) Paro: ¿los vándalos están ganando la partida? Ver en: https://www.semana.com/nacion/articulo/paro-los-van-
dalos-estan-ganando-la-partida/202157/; Semana (2021) Publican el cartel de vándalo y saqueadores en Cali durante movilizaciones del 
Paro Nacional. Ver en: https://www.semana.com/nacion/articulo/publican-el-cartel-de-vandalos-y-saqueadores-en-cali-durante-movili-
zaciones-del-paro-nacional/202121/; Semana (2021) Epa Colombia se queja porque no judicializan a los vándalos. Ver en: https://www.
semana.com/gente/articulo/epa-colombia-se-queja-porque-no-judicializan-a-los-vandalos/202112/; Semana (2021) Los verdaderos vándalos: 
el pueblo con la peor reputación de la historia occidental. Ver en: https://www.semana.com/mundo/articulo/los-verdaderos-vandalos-el-pueb-
lo-con-la-peor-reputacion-de-la-historia-occidental/202100/

94	  https://www.eltiempo.com/unidad-investigativa/20-de-julio-asi-avanza-la-primera-linea-hacia-bogota-603321?utm_medium=So-
cial&utm_source=Facebook#Echobox=1626320936 

95	  Por ejemplo, grupos empresariales del Valle del Cauca indicaron a la CIDH que tras 43 días de corte de ruta en la vía Panamericana 
se habría generado la pérdida de alrededor de 97 mil empleos https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ObservacionesVisita_CIDH_Colom-
bia_SPA.pdf p. 137

96	  https://www.france24.com/es/programas/reporteros/20210627-indigenas-campesinos-colombia-paro-nacional-conflicto 

Medidas regresivas que socavan los 
derechos fundamentales de los pueb-
los indígenas y comunidades negras 
de controlar sus territorios y el con-
sentimiento libre, previo e informado

La violencia estatal, en tiempos especialmente 
complejos de pandemia y graves violaciones a los dere-
chos humanos, no se limita a la violencia física, por ello en 
este apartado el FPP se señalan algunos ejemplos de me-
didas regresivas del estado que pone en riesgo los dere-
chos colectivos sobre el territorio, además de la vida e 
integridad de sus habitantes y la comunidad en su conjun-
to. Es así como es importante anotar que además de de-
nunciar políticas económicas injustas, las movilizaciones y 
protestas de 2021 involucraron manifestaciones en contra 
de diferentes políticas públicas vulnerando a los derechos 
fundamentales, a modo de ejemplo en Putumayo, donde 
se levantaron hasta seis puntos en Puerto Asís y alrede-
dores en el contexto del Paro Nacional, incluyeron precis-
amente reclamos vinculados a las aspersión de glifosato, 
toda vez que la vulneradora práctica fue aprobada el 4 de 
abril de 2021 por la Autoridad Nacional de Licencias Am-
bientales (ANLA)96.

Aspersión aérea con glifosato
Desde el año 2019, el estado colombiano insiste 

en priorizar la reactivación de la aspersión aérea con glifo-
sato en Colombia a pesar de la evidencia científica sobre 
sus efectos en la salud de la población, los daños al medio 
ambiente, la fragmentación social en las zonas rurales y 
la inefectividad de la medida para contrarrestar las ac-
tividades de los eslabones más fuertes de la cadena de 
narcotráfico en el país. Dicha priorización desconoce las 
órdenes de la Corte Constitucional y el contenido de los 
Acuerdo de Paz, que contemplan medidas menos gravo-
sas como la sustitución voluntaria de cultivos y prevén la 
aspersión aérea con glifosato como la última opción. La 
política de aspersión aérea pone en una situación de may-
or vulnerabilidad a las comunidades étnicas y campesinas 
donde hay presencia de cultivos declarados ilícitos y pres-
encia de grupos al margen de la ley.

La expedición del Decreto 333 del 6 de abril de 
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202197, en el que el gobierno nacional limita el mecanis-
mo de amparo de derechos fundamentales violados en el 
marco de políticas, programa y/o estrategias de seguridad 
nacional y de erradicación de cultivos de uso ilícito; estab-
leciendo por decreto quién sería el juez competente para 
resolver las tutelas contra él o contra los funcionarios del 
Estado en dichos asuntos. Ese mismo mes se promulgó el 
Decreto 380 del 12 de abril de 2021 “por el cual se regula 
el control de los riesgos para la salud y el medio ambiente 
en el marco de la erradicación de cultivos ilícitos medi-
ante el método de aspersión aérea”98 y se modificó el Plan 
de Manejo Ambiental (PMA) del programa de aspersión 
aérea. Con estas medidas, era inminente la reactivación 
de la aspersión aérea, desconociendo el principio de 
precaución frente a las evidencias sobre altísimo riesgo 
para la salud y el medio ambiente de los habitantes de 
las zonas que serían asperjadas, todo esto adoptando una 

97	  Decreto 333 de 2021. Disponible en: https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20333%20DEL%206%20
DE%20ABRIL%20DE%202021.pdf.

98	  Decreto 380 de 2021. Disponible en: https://dapre.presidencia.gov.co/normativa/normativa/DECRETO%20380%20DEL%2012%20
DE%20ABRIL%20DE%202021.pdf.

99	  https://www.france24.com/es/programas/reporteros/20210627-indigenas-campesinos-colombia-paro-nacional-conflicto

política sin garantizar su derecho a la participación de la 
población y al consentimiento previo, libre e informado. 

La insistencia del gobierno en reactivar la as-
persión aérea con glifosato desconociendo el principio de 
precaución para evitar generar los altos riesgos de violar 
los derechos humanos de las comunidades rurales, fue 
uno de los puntos que generó la movilización en regiones 
y sectores rurales que serían especialmente afectadas por 
las aspersiones99. 

En abril de 2020 el Instituto de Ciencia Política 
Hernán Echavarría Olózaga (ICP) envió una carta al pres-
idente de la República en la que se recogen las reflex-
iones de empresarios, comerciantes, líderes gremiales y 
académicos para la “re-activación económica” de la crisis 
generada por la pandemia. En ella, se recomienda al go-
bierno “aprobar procedimientos abreviados para temas 

Manifestación en San Miguel, en el departamento de Putumayo. Foto recuperada de redes sociales el 6 de mayo 2021.
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que hoy frenan el desarrollo como son los trámites de re-
galías, de consulta previa y licencias ambientales en los 
que, sin vulnerar el ordenamiento jurídico, se simplifique 
su aplicación, para aumentar y acelerar la productividad 
en los sectores estratégicos de desarrollo económico del 
país.”100 

El Proyecto de Ley 492 de 2020
Recientemente el parlamento había archivado el 

proyecto de Ley 354 de 2019, a través del cual se buscaba 
el fortalecimiento del legado histórico y social del muni-
cipio de Riosucio (Caldas) y su Carnaval en el marco del 
bicentenario, y se dictaban otras disposiciones que iban 
mucho más allá de ese propósito. En particular, los artícu-
los 3 a 5 del citado proyecto contemplaban la Creación de 
la Comisión Especial de Riosucio y definían sus funciones 
y composición. Entre las funciones atribuidas a dicha 
Comisión Especial de Riosucio se encontraba el adoptar 
decisiones relativas al reconocimiento y delimitación de 
resguardos indígenas en la jurisdicción de Riosucio; el sa-
neamiento, clarificación y reestructuración de resguardos 
de origen colonial; trazar los lineamientos del nuevo Plan 
o Esquema de Ordenamiento Territorial; definir cómo 
se determina la calidad de indígena para efectos cen-
sales; definir cuáles son las áreas del territorio que son 
de propiedad colectiva, en cuáles la propiedad es consid-
erada de falsa tradición; establecer criterios para que los 
proyectos de etnoeducación, etnosalud, cultura, agricul-
tura y minería que viabiliza el Ministerio del Interior no 
discriminen a la población no indígena101, todos aspecto 
que a juicio de expertos y expertas “violaría el proceso 
de implementación de la Sentencia T 530/16 de la Corte 
Constitucional”102. Sobre esto último, la profesora Nancy 
Appelbaum señaló que “la «Comisión Especial de Riosucio 
(Caldas)» que se crea en el Artículo 4, interfiere con un 
proceso ya en curso ordenado por la Corte Constitucional 
para el caso del Resguardo Indígena Cañamomo Lomapri-
eta”103.

Sin embargo, y pese a las fundadas críticas so-
bre la inconstitucionalidad del proyecto que llevaron a 
su archivo, las disposiciones más preocupantes del mis-
mo fueron incluidas en nueva iniciativa en el contexto del 
Paro Nacional, se trata del Proyecto de Ley 492 de 2020 
que busca reconocer, conservar y salvaguardar el patri-
monio cultural material e inmaterial del municipio de 
Riosucio es copia del contenido esencial del Proyecto de 
Ley 354 de 2019, que fue objetado el año 2019 por las 
comunidades indígenas, y organizaciones de derechos hu-
manos nacionales e internacionales y otros sectores que 
alertaron sobre la inconstitucionalidad de su contenido. 
Sin embargo, su contenido se propuso nuevamente en 

100	  Instituto de Ciencia Política Hernán Echavarría Olózaga (2020). Carta disponible en

https://es.scribd.com/document/455639387/02-04-20-Carta-Presidente-Duque-Recomendaciones-ICP-VFinal-pdfPDF-1#from_embed

101	  Carta de académicos y académicas internacionales al Integrantes Comisión Sexta Constitucional Permanente Senado de la República, 
23 de julio de 2021. 

102	  Estos puntos fueron además elevados a nivel internacional mediante un informe alternativo entregado al Comité para la Eliminación 
de la Discriminación Racial el 31 de octubre de 2019. https://www.forestpeoples.org/sites/default/files/documents/Colombia%20UN%20
CERD%2031.10.2019.pdf 

103	  Carta de la Doctora Nancy Appelbaum. Binghamton University. 23 de agosto de 2019

104	  CRIDEC, COMUNICADO A LA COMUNIDAD NACIONAL E INTERNACIONAL Nueva amenaza para los territorios indígenas de Riosucio, 
Caldas a través del Proyecto de Ley N° 492 de 2020 Cámara ““Por medio de la cual la nación y el congreso de la república  reconocen, conser-
van y salvaguardan el patrimonio cultural material e inmaterial del municipio  de Riosucio (caldas) y se dictan otras disposiciones”.

el contexto de las graves violaciones a los derechos hu-
manos para ser debatido durante la segunda legislatura 
del 2021, a través de su artículo tercero crea la “Comisión 
Especial de Riosucio -Caldas” para estudiar y evaluar los 
siguientes temas: “delimitaciones y clarificación territori-
al, caracterización social, económica y cultual, censos po-
blaciones y procesos de auto-reconocimiento, los cuales 
serán considerados para trazar los lineamientos del Nuevo 
Esquema de Ordenamiento Territorial y se presentará un 
plan de convivencia ciudadana”. Según las organizaciones 
indígenas “el Proyecto de Ley 492 de 2020 se suma a los 
dispositivos para el desmembramiento territorial, la neg-
ación de la identidad como indígenas y la imposición de 
un proyecto de ordenamiento territorial que privilegia la 
propiedad privada sobre la colectiva, así como el despojo 
de los bienes naturales colectivos.”104 

En sí, la propuesta de texto legal, desconoce las 
obligaciones nacionales e internacionales del Estado co-
lombiano en materia de proceso efectivo de consulta y 
previo, libre e informado de medidas legislativas, un de-
sacato a la Sentencia judicial T-530 de 2016 mediante la 
cual la Corte Constitucional ratificó la existencia y vigen-
cia del Resguardo Indígena de Origen Colonial Cañamo-
mo Lomaprieta y ordenó a la Agencia Nacional de Tierras 
(ANT) su delimitación y titulación. Constituye un desacato 
a la Sentencia 025 del Juzgado Primero Civil del Circuito 
Especializado de Riosucio, mediante la cual se ordenó la 
Restitución de Derechos Territoriales del Resguardo Indí-
gena San Lorenzo.
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Conclusiones 
La protesta social ha sido sistemática y violentam-

ente reprimida por los agentes estatales y paramilitares, 
en particular de los Escuadrones Móviles Antidisturbios 
(ESMAD) incluso con armas de fuego disparadas con-
tra manifestantes y personas que no participaban en las 
protestas105, desconociendo la prohibición internacional. 
A la represión, se suma la limitación del acceso a la justicia 
y a la protección de la integridad personal, a los ataques 
contra la vida de personas defensoras de derechos hu-
manos, especialmente de quienes defienden lo colectivo.  

El uso desproporcionado de la fuerza y de con-
ductas repetitivas de violencia estatal en contra de man-
ifestantes resultó en un número elevado de víctimas de 
graves violaciones a los derechos humanos, que según los 
testimonios recibidos por las y los integrantes de la Misión, 
dan cuenta que la fuerza pública de manera planificada y 
sistemática se utilizó contra manifestantes, transeúntes, 
personas defensoras de derechos humanos, personas co-
municadoras e integrantes  de brigadas de salud, entre 
otros, armas letales y armas menos letales, todas usadas 
en violación de los protocolos internacionales de uso de 
armas y de los estándares de uso de la fuerza, causando 
numerosas muertes, personas heridas, discapacitando a 
manifestantes que sufrieron perdida de extremidades, 
daño ocular, daños en medula espinal y castraciones. 

Los ataques contra quienes lideraron la protesta 
continúan de manera selectiva incluso después de que 
se levantaran los bloqueos, afectando la organización co-
munitaria que se había consolidado en el marco del paro. 
Estos ataques incluyen perfilamiento por redes sociales, 
amenazas, homicidios, persecuciones y violencia sexual. 
Las víctimas que han denunciado dichos ataques han re-
cibido nuevas amenazas por acudir a la justicia. La inexis-
tencia de cifra de víctimas de la reciente violencia estatal, 
el temor, la inseguridad y la falta de confianza en las in-
stituciones estatales generan un subregistro de la magni-
tud de la violencia experimentada y sus consecuencias, 
por tanto, la magnitud de la represión y su consecuen-
cia puede ser todavía mayor. Esto se debe varias causas, 
una fundamental, de carácter estructural, es la inexisten-
cia de un censo de los pueblos afro e indígenas, debido 
a la exclusión histórica que sufren por parte del Estado, 
siendo estos unos de los colectivos que más han sufrido 
la represión y la vulneración de sus derechos de forma 
sistemática, no solo en el contexto del paro. Otro factor 
importante es el hecho de que el gobierno ha cooptado los 
organismos de control (Fiscalía, Procuraduría, Contraloría 
y Defensoría del Pueblo) atacando el sistema de pesos y 
contrapesos. Esto ha generado que entidades como la De-
fensoría del Pueblo que en el pasado fue clave para docu-
mentar casos y registrar cifras de violaciones a los DDHH, 
no desplegara como antes sus capacidades instaladas para 
esta labor en el marco del Paro. Dicha cooptación además 
ha generalizado el temor de los jóvenes a denunciar, pues 
no existen condiciones de seguridad, que puedan garan-
tizar su derecho a denunciar sin ser objeto de represalias. 

105	  https://www.oas.org/es/cidh/informes/pdfs/ObservacionesVisita_CIDH_Colombia_SPA.pdf p 48 

Recomendaciones
Destacando la relevancia de una fiscalización nacional e 
internacional en relación con las denuncias de graves y 
sistemáticas violaciones a los derechos humanos perpet-
radas en el contexto de las protestas sociales menciona-
das en el presente informe, el FPP en solidaridad con los 
pueblos y las organizaciones sociales en Colombia insta:

Al Gobierno nacional y al Estado colombia-
no a:
•	 Adoptar de inmediato las medidas necesarias para el 

cese del uso desproporcionado de la fuerza por parte 
de las Fuerzas de Seguridad en el marco de las protes-
tas sociales.

•	 Condenar el uso desproporcionado de la fuerza por 
parte del estado y las autoridades, y a exigir el estric-
to cumplimiento de los estándares internacionales 
de derechos humanos sobre la materia que requie-
ren de legalidad, necesidad, proporcionalidad y no 
afectación a grupos especialmente protegidos.

•	 Asegurar que las fuerzas de seguridad que interven-
gan para proteger y controlar el desarrollo de las 
manifestaciones y protestas tengan como prioridad 
la defensa de la vida y la integridad de las personas 
que ejercen su derecho a la protesta. Considerando 
la repetición de violaciones de DDHH en el marco de 
protestas, es evidente la necesidad de desmontar el 
Escuadrón Móvil Antidisturbios.

•	 Promover el estándar interamericano según el cual los 
funcionarios públicos tienen el deber de abstenerse 
de realizar declaraciones que estigmaticen o inciten a 
la violencia contra las personas solo por el hecho de 
participar en una protesta.

•	 Adoptar de inmediato las medidas necesarias para 
garantizar el acceso a la justicia y reparación integral 
por parte de todas las personas que se han visto vul-
neradas en sus derechos, investigando con la debida 
diligencia y sancionando a todos los agentes del es-
tado responsable en las violaciones a los derechos 
humanos.

•	 Detener cualquier intento de reformas legales y políti-
cas que representen regresividad en los derechos, en-
tre estos el proyecto de reactivar la fumigación aérea 
con glifosato y los intentos de reglamentar y limitar el 
derecho al consentimiento libre, previo e informado.

•	 Dar origen a reformas institucionales, la restructura-
ción de los sectores de la seguridad y la justicia, y la 
creación de acciones afirmativas que aseguren acceso 
de grupos vulnerables a planes sociales destinados a 
superar las brechas de desigualdad.

•	 Implementar las recomendaciones del Comité de 
Eliminación de todas las formas de discriminación de 
la ONU (CERD) en la evaluación periódica a Colombia 
realizada en 2019, con especial énfasis en las relacio-
nadas con discriminación racial.
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•	 Cumplir con las recomendaciones de la CIDH incluidas 
en el informe de la visita a Colombia en junio de 2021.

•	 Dar cumplimiento con las recomendaciones de la Mis-
ión de Observación Internacional por las Garantías de 
la Protesta Social y Contra la Impunidad en Colombia, 
de 12 de julio de 2021. 

A la comunidad internacional, los Estados, 
las organizaciones intergubernamentales, 
las instituciones financieras internacionales, 
los inversionistas, y las empresas a:
•	 Condenar este tipo de hechos y abusos cometidos 

por el Gobierno nacional y hacer un llamado para 
que el Gobierno colombiano detenga de inmediato la 
represión violenta de la protesta.

•	 Evaluar los apoyos que recibe las Fuerzas de Seguri-
dad colombiana provenientes de la cooperación in-
ternacional, cuando se mantiene una doctrina estatal 
que, en vulneración a los estándares y normas inter-
nacionales que regulan el uso de la fuerza, en espe-
cial contra la población civil en el contexto de protesta 
social y pandemia, permite el carácter generalizado 
de graves e impunes violaciones de DDHH incluidos 
homicidios.

•	 Exigir una investigación pronta y de oficio en cum-
plimiento de la debida diligencia, para cumplir con 
las obligaciones estatales de sancionar proporcional y 
oportunamente a todas las personas responsables en 
delitos de esta magnitud.

•	 Abstenerse de contribuir al financiamiento de secto-
res que amenacen los derechos fundamentales de la 
población, entre ellos la vida y la integridad.

•	 Abstenerse de autorizar inversiones en un país con 
graves cuestionamientos a su estado de derecho e in-
stitucionalidad democrática, especialmente mientras 
se mantengan las serias vulneraciones a las libertades 
fundamentales y su ejercicio en el espacio cívico.

•	 Aplicar una debida diligencia rigurosa para respetar 
los derechos de los pueblos indígenas, comunidades 
negras y poblaciones campesinas a través de todas 
sus cadenas de valor y sus inversiones actuales y pla-
neadas en Colombia, incluyendo salvaguardias es-
pecíficas para proteger a las personas defensoras de 
derechos humanos.


